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Editorial 

 
Junio de 2026 confirma una tendencia que el Departamento de Trabajo y Seguridad Social del 
ICAL viene observando desde su primer número: el actual ciclo político no avanza mediante 
confrontaciones abiertas con los derechos laborales, sino mediante desplazamientos técnicos 
que erosionan conquistas históricas sin necesidad de derogarlas explícitamente. El proyecto de 
Sala Cuna Universal es el ejemplo más claro de este mes. Una demanda largamente sostenida 
por el movimiento de mujeres trabajadoras —la extensión del derecho a sala cuna más allá de 
las empresas con veinte trabajadoras o más— es capturada por el Gobierno de José Antonio 
Kast para, en los hechos, descargar su financiamiento sobre el Fondo de Cesantía y las cuentas 
individuales de las y los trabajadores. El empleador, una vez más, queda eximido de asumir el 
costo de un derecho que beneficia directamente a la fuerza de trabajo, principalmente femenina. 

 
Este mecanismo no es nuevo. Es el mismo argumento que históricamente resistió la reducción 
de la jornada laboral, el alza del sueldo mínimo y la creación misma del Seguro de Cesantía a 
inicios de siglo: la supuesta imposibilidad de seguir aumentando los costos laborales. Lo que 
cambia ahora es el método: en lugar de negar el derecho, se financia con los ahorros de quienes 
ya cotizan, debilitando un fondo solidario cuya sustentabilidad ya fue puesta a prueba durante la 
pandemia. Hacer competir dos derechos sociales entre sí —sala cuna y protección frente al 
desempleo— en lugar de exigir el aporte empresarial correspondiente, es una forma de 
regresividad que merece ser nombrada con precisión política, no solo técnica. 

 
Frente a este retroceso, el panorama internacional ofrece una señal de signo contrario. La opinión 
consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre el derecho a huelga, solicitada por el 
Consejo de Administración de la OIT tras más de una década de bloqueo impulsado por el Grupo 
de Empleadores, zanja una disputa que el poder empresarial mantuvo abierta artificialmente 
desde 2012. La huelga no es una concesión tolerada por el legislador: es un derecho humano 
inseparable de la libertad sindical y de la dignidad de la persona trabajadora. Esta definición no 
es meramente declarativa. Tiene consecuencias concretas sobre la legitimidad de los servicios 
mínimos amplios, sobre el reemplazo de huelguistas —incluso por la vía tecnológica— y sobre 
la prohibición constitucional que aún pesa sobre el funcionariado público chileno. El fallo entrega 
a las organizaciones sindicales un estándar internacional exigible, y a la judicatura nacional un 
mandato claro de interpretación pro persona trabajadora. 
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El tercer frente de este número se ubica en un terreno más nuevo, pero no menos disputado: la 
economía de plataformas digitales. La aprobación del Convenio N.° 193 de la OIT establece, por 
primera vez en una norma internacional vinculante, que el trabajo mediado por aplicaciones es 
trabajo, y que la innovación tecnológica no puede operar como excusa para eludir obligaciones 
laborales y de seguridad social. El convenio no es el techo que el movimiento sindical 
internacional esperaba —quedan pendientes una recomendación complementaria y mecanismos 
de fiscalización más exigentes—, pero sí es un piso que ya no podrá ser negado por las empresas 
de plataformas ni por los gobiernos que las amparan. Para Chile, que cuenta desde 2022 con la 
Ley N.° 21.431, el convenio abre una tarea concreta: ratificar, adecuar la legislación vigente, 
fiscalizar con capacidades técnicas reales y mejorar la protección efectiva de quienes sostienen 
esta economía con su tiempo, sus datos y su cuerpo. 

 
Estos tres procesos —el ataque a los fondos de cesantía bajo la forma de un derecho social 
legítimo, la consolidación internacional del derecho a huelga, y el reconocimiento global del 
trabajo de plataformas— no son hechos aislados. Son expresiones simultáneas de una misma 
tensión estructural entre capital y trabajo, que se resuelve unas veces mediante el avance del 
derecho internacional y otras mediante el desplazamiento técnico de costos hacia quienes menos 
pueden asumirlos. Leer la coyuntura laboral exige, precisamente, no perder de vista esa 
simultaneidad: celebrar los avances sin ingenuidad, y denunciar los retrocesos sin resignación. 

 
Departamento de Trabajo y Seguridad Social 

Instituto de Ciencias Alejandro Lipschutz (ICAL) 
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I. Gobierno de Kast aprovecha el proyecto de Sala Cuna para dar 
un manotazo a los Fondos de Cesantía 

 
El proyecto de ley que extiende el derecho a sala cuna para hijos menores de dos años, 
eliminando la regla que lo limitaba a empresas con 20 trabajadoras o más, comenzó a tramitarse 
durante el segundo Gobierno de Sebastián Piñera y llegó al año 2025, durante la administración 
de Gabriel Boric, con una propuesta de cotización del empleador del 0,3%. El 15 de junio de 
2026, el Gobierno de José Antonio Kast presentó una indicación sustitutiva al proyecto de ley 
que implica un aumento de esa cotización al 0,35%, pero ya no con cargo al empleador, sino 
rebajando en la misma proporción la cotización al Seguro de Cesantía. 

 
Si bien existe una necesidad real de avanzar hacia una Sala Cuna Universal, las indicaciones de 
este Gobierno han encendido las alarmas de la oposición, así como del mundo social y sindical. 
La tramitación puede seguirse a través del sitio web del Senado, en el Boletín 14.782-13. 

 

Historia del debate en torno al proyecto de ley 
El proyecto ingresó por mensaje presidencial en enero de 2022, y la discusión en general 
comenzó en junio del mismo año en la Comisión de Trabajo y Seguridad Social del Senado, 
instancia que lo aprobó por unanimidad antes de pasar a la Comisión de Educación. En marzo 
de 2024 fue aprobado por mayoría y pasó a sala, donde se aprobó en abril con los votos en 
contra del entonces oficialismo. En ese momento, el Poder Ejecutivo, ya encabezado por Gabriel 
Boric, anunció una indicación sustitutiva. 

 
Esa indicación se presentó en mayo de 2024 junto a un informe financiero que, entre otras 
modificaciones, introdujo un esquema de financiamiento alternativo, una cotización del 0,3% y la 
necesidad de intervención del Ministerio de Educación en la administración del beneficio. Durante 
2025 el Ejecutivo hizo presente la urgencia simple, fijando plazos para presentar indicaciones. 
En ese punto, la coyuntura electoral, sus resultados y la posterior instalación del Gobierno de 
José Antonio Kast pusieron en pausa la discusión, hasta que el 15 de junio se presentaron 
nuevas indicaciones y, al día siguiente, se hizo presente la urgencia que implica discusión 
inmediata, fijándose en principio el 22 de junio como plazo para presentar indicaciones. 

Fuente: Boletín 14.782-13 e informe CLAPES UC, 2025. 
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Recordando el funcionamiento del Seguro de Cesantía 
El Seguro de Cesantía comenzó a implementarse en este siglo, el año 2002, y es parte de un 
sistema amplio de seguridad social que incluye también la legislación en pensiones, salud, salud 
laboral y otros derechos vinculados, como la Ley SANNA, entre otros. Las leyes que rigen esta 
cotización son la N.° 19.728, sobre Seguro de Cesantía, y la N.° 21.269, de trabajadoras de casa 
particular. 

 

¿Cómo pierde el Seguro de Cesantía con el proyecto actual de Sala Cuna? 

Dado que la cotización para Sala Cuna representaría un 0,35%, el empleador, en vez de sumar 
esta cotización a sus obligaciones, reducirá su cotización al Seguro de Cesantía en la misma 
proporción. Esto significa que la Cuenta Individual de Cesantía (CIC) de cada trabajador o 
trabajadora perderá un 0,2% mensual, mientras que el Fondo de Cesantía Solidario perderá un 
0,15% por cada trabajador o trabajadora, cada mes. La Superintendencia de Pensiones publicó 
un informe que proyecta que, al año 2035, el patrimonio del Fondo de Cesantía Solidario sería 
un 23,3% inferior respecto del escenario base, mientras que el saldo en cuentas individuales 
sería un 7,4% menor. 

 
El problema de fondo es que, ante una crisis, las posibilidades de que el sistema pierda 
sustentabilidad aumentan. Durante la pandemia se implementó la Ley de Protección del Empleo, 
que permitió usar el Seguro de Cesantía para la suspensión temporal de contratos o la reducción 
de jornada. Según un informe de la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía, esto significó, 
entre 2020 y 2021, una caída relevante en el patrimonio de los fondos, atribuible principalmente 
a los retiros del Fondo de Cesantía Solidario. El esquema de financiamiento que propone el 
actual Gobierno para la Sala Cuna implica, en ese sentido, un golpe a la sustentabilidad del 
sistema que se suma al ya provocado por la crisis sanitaria. 

 
No hay que confundirse: el proyecto de Sala Cuna implica superar una discriminación histórica, 
y en ese objetivo estamos de acuerdo. Se ha proyectado que beneficiará a más de 150 mil 
trabajadoras en más de 33 mil empresas (CLAPES UC, 2025). Sin embargo, el esquema de 
financiamiento propuesto deja al empleador fuera de toda responsabilidad directa, bajo el 
argumento reiterado de que "no pueden seguir aumentando los costos laborales". Este 
argumento no es nuevo: es el mismo que históricamente se utilizó para resistir la reducción de la 
jornada a 40 horas, el aumento del sueldo mínimo, e incluso la implementación del propio Seguro 
de Cesantía a inicios de este siglo. 
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El Gobierno actual prefiere recurrir a los fondos de los propios trabajadores y trabajadoras para 
financiar la Sala Cuna, antes que sostener una cotización empresarial del 0,35% —apenas una 
décima parte de lo que ya cotizan en Cesantía—, haciendo competir entre sí a dos derechos 
sociales y aumentando peligrosamente la exposición del sistema frente a crisis externas. Aunque 
el ministro del Trabajo, Antonio Rau, ha declarado que preferiría otro esquema de financiamiento, 
lo cierto es que la propuesta vigente renuncia a los principios básicos de la seguridad social. El 
académico de la Pontificia Universidad Católica, Hugo Cifuentes, advirtió en este mismo debate 
que existe el temor de que se esté abriendo una puerta que después no cierre. Para este 
Departamento, no es admisible que se habiliten cuestionamientos a derechos ya consolidados 
de la seguridad social de las y los trabajadores. 
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II. Más que un derecho: el estándar que incomoda al sistema 

 
Los trabajadores tienen que aprender que su poder no está en la fuerza de su voto, 
sino en su capacidad de parar la producción. 
  — Voltairine de Cleyre 

 
Se dice que un 14 de noviembre del año 1.152 a.C., en el Valle de los Reyes —necrópolis del 
antiguo Egipto—, sesenta artesanos se negaron a realizar su trabajo, hecho que actualmente se 
cataloga como la primera huelga registrada en la historia de la humanidad. 

 
Más adelante, en la época preindustrial, se hallan otras formas simbólicas de descompresión 
social, como la llamada gran matanza de gatos llevada a cabo por un grupo de artesanos 
aprendices en Francia, en la década de 1730, motivada por las paupérrimas condiciones de 
trabajo, alimentación y vivienda. El surgimiento del capitalismo industrial trajo consigo acciones 
de movilización más claras: el movimiento ludista, surgido en Inglaterra a principios del siglo XIX, 
atacó directamente la maquinaria —los medios de producción de propiedad burguesa— por 
considerarla causa del desempleo y de la degradación de las condiciones laborales. 

 
El antecedente más próximo a la huelga laboral que conocemos hoy se ubica, sin embargo, a 
finales del siglo XIX, con el proceso de proletarización de los artesanos. La llegada del modo de 
producción capitalista incubó en su seno el conflicto entre capital y trabajo, traducido en la 
articulación de dos sujetos sociales: la burguesía, titular de los medios de producción, y el 
proletariado, vendedor de su fuerza de trabajo. 

 
De ello se infiere que, como fenómeno social, la huelga existe y existirá con o sin reconocimiento 
normativo. La constante histórica es su ejercicio a pesar de las prohibiciones, incluso en 
contradicción con el derecho positivo que pretende regularla. Esta tensión permanente se refleja 
en su propia evolución jurídica: de ser considerada un delito, la huelga pasó a convertirse en una 
libertad tolerada; de ahí, en un derecho; y finalmente, desde la segunda mitad del siglo XX, 
ascendió a la categoría de derecho fundamental. 

 

El cuestionamiento empresarial y el fallo de la Corte Internacional de Justicia 
Este avance civilizatorio parecía lógico y coherente, y así fue entendido por la mayoría de los 
Estados del mundo. Sin embargo, en 2012 el Grupo de Empleadores miembros de la OIT 
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comenzó a cuestionarlo, sosteniendo que el Convenio N.° 87 sobre libertad sindical —adoptado 
en 1948— no ampara el derecho a huelga, pues su texto no lo menciona de manera explícita. El 
argumento, técnico en apariencia pero profundamente político, tuvo consecuencias 
institucionales graves: bloqueó por más de una década la supervisión global del cumplimiento de 
este derecho. 

 
Ante la imposibilidad de resolver la controversia internamente, el Consejo de Administración de 
la OIT recurrió al artículo 37 de su Constitución y solicitó a la Corte Internacional de Justicia una 
opinión vinculante. La Corte falló a favor de la posición histórica de la clase trabajadora, con una 
conclusión sólida y precisa: sin huelga, el derecho a constituir organizaciones para defender 
intereses —protegido por el artículo 3 del Convenio 87— sería ineficaz. El objeto y fin del tratado, 
sumados a décadas de práctica internacional casi unánime, confirman que la protección del 
derecho a huelga es consustancial a la libertad sindical. No es un accesorio: es su condición de 
posibilidad. 

 

Efectos para Chile 
Para Chile, el fallo tiene consecuencias concretas. Si bien la práctica judicial y administrativa ya 
reconocía el carácter fundamental del derecho a través de los tratados incorporados al 
ordenamiento interno por el artículo 5° de la Constitución, la sentencia de la Corte Internacional 
de Justicia agrega certeza: elimina la nebulosa sobre la fuente normativa internacional y obliga 
a la judicatura a aplicar el principio pro homine, interpretando la legislación interna de la manera 
más favorable al ejercicio del derecho. 

 
Esto incide en varios frentes. Primero, la prohibición de huelga solo es legítima en servicios 
esenciales en sentido estricto —aquellos cuya paralización pone en peligro la vida, la seguridad 
o la salud de la población—, lo que impide declarar inviable la huelga en una empresa completa 
cuando solo una fracción de sus actividades tiene ese carácter, o cuando el derecho se ejerce 
mediante modalidades distintas a la abstención colectiva tradicional. 

 
Segundo, el reemplazo de huelguistas —incluso con trabajadores internos no adheridos a la 
huelga— debe considerarse una práctica antisindical, pues vacía al derecho de su eficacia al 
eliminar la presión económica legítima sobre la parte empleadora; la misma suerte debería correr 
el reemplazo a través de medios tecnológicos. 
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Tercero, aunque la Constitución prohíbe formalmente la huelga al funcionariado público, la Corte 
Suprema ya venía señalando —apoyándose en los Convenios 87 y 151 de la OIT— que esa 
prohibición es incompatible con los estándares internacionales de derechos humanos. El fallo de 
la Corte Internacional de Justicia refuerza esta línea y limita la potestad del Estado para sancionar 
disciplinariamente las paralizaciones en el sector público. 

 
Surge entonces una pregunta que exige revisión seria: ¿la huelga reglada del Código del Trabajo 
—configurada como una etapa más de la negociación colectiva, sujeta a plazos, quórums y 
servicios mínimos— cumple realmente con estos estándares internacionales? La respuesta salta 
a la vista. 

 
Lo que el fallo zanja definitivamente es la naturaleza del derecho: la huelga no es una concesión 
del legislador ni un mecanismo de presión meramente tolerado. Es un derecho humano, básico 
y esencial, inseparable de la libertad sindical y de la dignidad de la persona, que el Estado no 
solo debe respetar, sino activamente promover. 
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III. Convenio 193 sobre trabajo decente en la economía de 
plataformas: un piso histórico para que la innovación no vuelva a 
estar por sobre el trabajo decente 

 
La reciente aprobación del Convenio N.° 193 de la Organización Internacional del Trabajo sobre 
trabajo decente en la economía de plataformas constituye uno de los hitos laborales más 
relevantes de los últimos años. No porque resuelva por sí solo las múltiples formas de 
precarización asociadas al trabajo organizado mediante aplicaciones digitales, ni porque haya 
recogido íntegramente todas las demandas levantadas por las organizaciones sindicales y de 
trabajadores de plataformas en el mundo. Su importancia es otra: por primera vez, el sistema 
internacional del trabajo reconoce, en una norma vinculante, que la economía de plataformas no 
puede seguir operando como una zona de excepción frente a los derechos laborales y de 
seguridad social. 

 

La ficción de la intermediación tecnológica 
Durante años, las empresas de plataformas construyeron buena parte de su modelo de negocios 
sobre una premisa tan simple como problemática: presentarse como meras intermediarias 
tecnológicas, negando o relativizando la existencia de una relación de trabajo. La aplicación no 
sería empleadora, sino solo una herramienta; el algoritmo no dirigiría el trabajo, sino que 
únicamente coordinaría oferta y demanda. Esa narrativa permitió trasladar riesgos, costos y 
responsabilidades a quienes trabajan, mientras las plataformas conservaban amplias facultades 
de organización, control, evaluación y sanción. 

 
El Convenio 193 viene a discutir precisamente esa ficción, afirmando a escala global que el 
trabajo mediante plataformas es trabajo, que quienes se conectan, esperan, aceptan pedidos, 
conducen, reparten, cuidan, limpian, moderan contenidos o etiquetan datos a través de una 
infraestructura digital no son una categoría humana inferior de derechos, y que la innovación 
tecnológica no puede ser usada como coartada para eludir obligaciones laborales, de seguridad 
social o de libertad sindical. 

 

Alcance del convenio y poder algorítmico 
Entre los avances más relevantes está su alcance amplio: el texto no limita las protecciones a 
quienes son reconocidos formalmente como dependientes por cada legislación nacional, sino 
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que ordena la discusión bajo un principio correcto —la calificación de la relación debe atender a 
los hechos y no a las formas. No basta lo que diga el contrato ni la denominación que utilice la 
aplicación: lo relevante es cómo se ejecuta el trabajo, quién fija las reglas, quién controla el 
acceso a las tareas y quién puede suspender o desactivar la cuenta. 

 
Otro avance sustantivo está en la regulación del poder algorítmico. En el trabajo de plataformas, 
el poder de dirección se oculta muchas veces tras sistemas automatizados que asignan pedidos, 
calculan tarifas, modifican zonas, reducen visibilidad o terminan de hecho la relación laboral. El 
algoritmo no es neutral cuando organiza el trabajo y distribuye ingresos: es una forma 
contemporánea de mando empresarial. Por eso es relevante que el convenio reconozca la 
necesidad de transparencia, información, intervención humana y revisión frente a decisiones 
automatizadas que afecten significativamente a quienes trabajan. 

 

Los límites del convenio 
Valorar el avance no obliga a ocultar sus límites. El Convenio 193 no fue todo lo que pedían los 
trabajadores. Las organizaciones sindicales aspiraban a un instrumento más robusto, con reglas 
más exigentes sobre presunción de laboralidad, protección universal de ingresos y mecanismos 
de cumplimiento más precisos. La principal limitación está en que el convenio constituye un piso, 
no un techo: algunas protecciones siguen dependiendo del estatuto jurídico que cada país 
atribuya a la persona trabajadora. 

 
Un segundo límite relevante fue la falta de aprobación de una Recomendación complementaria, 
que habría ofrecido criterios prácticos más detallados sobre remuneraciones, tiempos de espera 
y transparencia algorítmica. Que no se haya adoptado no borra el avance del convenio, pero sí 
deja una tarea pendiente para la implementación nacional. 

 
El tercer límite está en la ratificación. Como todo convenio de la OIT, su adopción en la 
Conferencia Internacional del Trabajo no basta para producir efectos internos automáticos: cada 
Estado deberá someterlo a sus procedimientos constitucionales, ratificarlo y adecuar su 
legislación. La historia de la OIT demuestra que la batalla más difícil no termina en Ginebra, sino 
que comienza al volver a cada país. 
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El caso chileno: la Ley 21.431 y lo pendiente 
En Chile, el impacto del Convenio 193 debe leerse con especial atención. La Ley N.° 21.431, 
vigente desde 2022, incorporó al Código del Trabajo una regulación específica sobre 
trabajadores de plataformas digitales de servicios, siendo una legislación pionera en la región. 
Pero precisamente por eso, el convenio también permite mirar críticamente lo pendiente: la 
coexistencia entre trabajadores dependientes e independientes sigue generando tensiones, la 
protección de ingresos debe evaluarse considerando los tiempos de espera y conexión, y la 
transparencia algorítmica requiere capacidades fiscalizadoras reales, no solo declaraciones 
generales. 

 
La Dirección del Trabajo tendrá un rol decisivo en este escenario. El desafío no es solo fiscalizar 
documentos contractuales, sino comprender cómo opera materialmente la plataforma: cómo se 
asignan tareas, cómo se calculan remuneraciones, cómo se aplican incentivos y qué 
mecanismos reales existen para reclamar. Fiscalizar el trabajo de plataformas exige capacidades 
técnicas nuevas y criterios jurídicos capaces de mirar más allá de la apariencia contractual. 

Una tarea con nombre propio 
El Convenio 193 no debe ser leído como una amenaza a la innovación. La verdadera pregunta 
no es si queremos tecnología o derechos, sino qué tipo de tecnología queremos y al servicio de 
quién se organiza. La innovación que descansa en bajos ingresos, desprotección social y 
ausencia de negociación colectiva no es modernización: es una forma antigua de precariedad 
vestida con lenguaje digital. 

 
En Chile, esta discusión tiene nombre propio: ratificar el Convenio 193 para alinear al país con 
el nuevo estándar internacional; adecuar la Ley 21.431 para cerrar brechas, especialmente en 
clasificación, ingresos y transparencia algorítmica; fiscalizar con capacidades reales, técnicas y 
jurídicas; y mejorar la protección efectiva de quienes sostienen diariamente esta economía con 
su tiempo, su cuerpo, sus datos y sus riesgos. El desafío es que ese piso no se transforme en 
techo. 


